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CONSEJO DE ESTADO


SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN A

Bogotá D.C., siete (7) de abril de dos mil veintiuno (2021)

Radicación: 
11001-03-26-000-2018-00189-00 (62.778)
Actor: 

Cabildo Indígena Ambaló 
Demandado:
Agencia Nacional de Tierras –ANT–
Referencia: 

Nulidad  
Al encontrar configurada la excepción de caducidad del medio de control en el presente asunto, procede la Sala a dictar sentencia anticipada en la audiencia inicial, conforme lo dispone el numeral 3 del artículo 182 A de la Ley 1437 de 2011. 
I. ANTECEDENTES
1. La demanda

El 31 de octubre de 2018, el Cabildo Indígena de Ambaló, por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control previsto en el artículo 138 de la Ley 1437, solicitó la nulidad parcial de las Resoluciones 04 del 28 de enero y 29 del 12 de noviembre de 1991, proferidas por la Agencia Nacional de Tierras –ANT–,mediante las cuales el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria –INCORA– reestructuró parte del Resguardo de la Comunidad Indígena de Totoró y constituyó con el carácter legal de Resguardo en favor de la Comunidad Indígena de Ambaló, dos globos de terreno conformados por bienes del Fondo Nacional Agrario, respectivamente.
1.2. Como fundamentos fácticos relevantes de la demanda, indicó:

1.2.1. Que mediante actas del 25 de enero y del 13 de noviembre de 1985, el INCORA le entregó materialmente al Cabildo Indígena demandante los predios denominados La Betulia, Juntas, San Pedro – El Bosque y Rumiurco I y II, ubicados en el municipio de Silvia (Cauca).

1.2.2. Afirmó que, como los 5 predios anteriormente mencionados son limítrofes con los Cabildos de Ambaló y Totoró, estas dos comunidades, con anuencia y presencia de sus organizaciones indígenas y del INCORA –regional Cauca y Bogotá–, el 25 de julio de1989, suscribieron un convenio, en el cual reconocieron y aceptaron “la entrega que por acta hiciera el INCORA” al Cabildo de Ambaló de los predios La Betulia y Rumiurco I y II. Este convenio “fue ratificado, aclarado y ampliado, a través del convenio del 8 de junio de 1991, en el cual se estipuló que los predios La Betulia, Juntas y Rumiurco I y II, serían administrados y adjudicados al Cabildo de Ambaló y que el Cabildo de Totoró cedía el predio San Pedro – El Bosque a aquella comunidad.” 
1.2.3. Sostuvo que, posteriormente, el 28 de enero y el 12 de noviembre de 1991, el INCORA, unilateralmente y desconociendo la autoridad y autonomía de los pueblos indígenas, expidió los 2 actos administrativos demandados, por medio de los cuales “de manera arbitraria y contraria a la ley vigente” adjudicó los referidos 5 predios al Cabildo Indígena de Totoró y le asignó a la comunidad de Ambaló únicamente la administración de los mismos, con lo que separó injustificadamente los conceptos de administración y adjudicación o “distribución”, en contravía de lo dispuesto en el Decreto 2001 de 1988.
1.2.4. Señaló que, a pesar de que en las resoluciones 04 del 28 de enero y 29 del 2 de noviembre de 1991, el INCORA reconoció la existencia de los convenios del 25 de julio de 1989 y del 8 de junio de 1991, en su parte resolutiva desconoció lo acordado en dichos convenios, incurriendo en una falsa motivación.
1.2.5. Por último, adujo que con la demanda no se persigue el restablecimiento automático de un derecho, toda vez que la pretensión principal “versa sobre la unificación de los conceptos y competencias de administración y adjudicación; de los predios denominados RUMIURCO I, RUMIURCO II, JUNTAS, BETULIA Y SAN PEDRO DEL BOSQUE”, los cuales se encuentran actualmente bajo la administración del Cabildo Indígena de Ambaló y bajo la “distribución” del Cabildo Indígena de Totoró. Agregó que la declaratoria de nulidad de las resoluciones demandadas, no genera el restablecimiento automático del derecho, dado que los 5 predios previamente relacionados ya se están adjudicados o distribuidos, según las reglas establecidas en la Ley 89 de 1890.

 2. Trámite de la demanda 

2.1. Mediante auto del 11 de abril de 2019, el Despacho admitió la demanda, dispuso notificar personalmente a la Agencia Nacional de Tierras, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y ordenó a la entidad demandada allegar los antecedentes administrativos de los actos demandados
. 
2.2. Y, a través de auto del 12 de febrero de 2020, ordenó notificar y correr traslado de la demanda al gobernador del Resguardo Indígena de Totoró, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 171 del CPACA, comoquiera que dicha comunidad tiene interés directo en el resultado del proceso
. 
3. Contestación de la demanda y excepción propuesta
3.1. La Agencia Nacional de Tierras contestó la demanda para oponerse a las pretensiones, al tiempo que propuso la excepción de caducidad del medio de control, con fundamento en que la pretensión de nulidad invocada conlleva directamente el restablecimiento de los derechos de la comunidad de Ambaló, dado que busca la adjudicación y administración de los terrenos; por tanto, como en realidad el medio de control procedente es el de nulidad y restablecimiento del derecho, el término de 4 meses previsto por la ley para presentar la demanda se encuentra claramente superado, dado que la expedición del último acto cuestionado data del 12 de noviembre de 1991.
3.2. Al amparo de la misma, solicitó al despacho oficiar “al Diario Oficial”, con el fin de establecer la fecha de publicación de los actos demandados, por cuanto no le fue posible ubicar en sus archivos esa publicación, “en razón de las medidas de aislamiento preventivo y obligatorio” decretadas por el Gobierno Nacional.
4. Oposición a la excepción 
4.1. En el término de traslado de las excepciones, la parte actora señaló que la entidad demandada, sin sustento legal ni fáctico, invoca la excepción de caducidad del medio de control, pues de la lectura del escrito inicial no se puede colegir que se pretenda obtener unos beneficios subjetivos. Sin perjuicio de que la nulidad pretendida debe tener efectos ex tunc, razón por la cual una vez ejecutoriado el fallo que la declare, le corresponde a la Agencia Nacional de Tierras decidir si los actos administrativos que expida en reemplazo surten o no “efectos subjetivos, situación totalmente diferente a lo expresado en las excepciones propuestas”
. 
4.2. En ese sentido, dijo que la ANT, una vez se declaren nulas las resoluciones, tendrá la oportunidad legal de enmendar los yerros de sus antecesoras (Incora e Incoder) y emitir unos nuevos actos administrativos conforme a la normatividad legal vigente, incluyendo la Ley 21 de 1991, por la cual el Estado Colombiano ratifica el Convenio 169 de la OIT de 1989, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes.

4.3. En providencia del 18 de enero de 2021, para resolver la excepción de caducidad del medio de control, se dispuso: i) oficiar a la Secretaría General de la Gobernación del Cauca, para que remita el Diario Oficial en el que fueron publicadas las Resoluciones 04 del 28 de enero de 1991 y 29 del 2 de noviembre del mismo año, expedidas por el INCORA y ii) oficiar a la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos de Silvia - Cauca, para que allegue los folios de matrícula inmobiliaria correspondientes, luego requeridos en auto de 23 de febrero del año en curso. 

4.4. En cumplimiento de esta decisión, el 12 de marzo de este año, la Secretaría General de la Gobernación del Cauca, informó que, revisado el Registro Oficial del Departamento del Cauca, tomo 112 de 1991, no se encontró información alguna de la publicación de las resoluciones demandadas. Por su parte, la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Silvia Cauca y la entidad demandada remitieron los certificados de matrícula inmobiliaria solicitados
.
II. CONSIDERACIONES

5. Régimen aplicable 
5.1. Al sub júdice le resultan aplicables las disposiciones procesales vigentes a la fecha de presentación de la demanda -31 de octubre de 2018-, correspondientes a las contenidas en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y, en lo no regulado en dicho Estatuto, el Código General del Proceso; sin embargo, en lo relacionado con la caducidad, deberá tenerse en cuenta que los términos que comenzaron a correr en vigencia de una ley anterior, deberán computarse de conformidad con ella, en atención a lo consagrado en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887
, de ahí que al sub lite, en este puntual aspecto, resulte aplicable el Decreto 01 de 1984.
5.2. Adicionalmente, el sub-lite se rige por la Ley 2080 del 2021, que entró en vigencia el 26 de enero de este mismo año
, por medio de la cual se reformó el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictaron otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante esta jurisdicción. Lo anterior, en virtud de lo previsto en los artículos 86 del ley 2080 de 2021 y 624 de la Ley 1564 de 2012, que modificó el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, disposiciones que recogieron la regla general de interpretación y aplicación de la ley procesal en el tiempo, al tenor de la cual las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir, precisando, además, en consonancia la regla antes indicada, que los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

6. La acción procedente 

6.1. De acuerdo con lo que se registra en los antecedentes ya reseñados, el despacho analizará cuál es el medio de control procedente en el sub júdice y, como consecuencia, si operó o no el fenómeno jurídico de la caducidad. 
6.2. En el presente asunto, la parte actora presentó demanda en ejercicio del medio de control de nulidad, pues, en su opinión, los actos administrativos acusados son de carácter general y con la declaratoria de nulidad no se persiguen beneficios subjetivos. Por su parte, la entidad demandada en el escrito contentivo de la contestación de la demanda sostuvo que la pretensión de nulidad invocada por el Cabildo Indígena de Ambaló conlleva directamente el restablecimiento de los derechos de esa comunidad, porque, con ello, buscan la adjudicación y la administración de los predios La Betulia, Juntas, San Pedro – El Bosque y Rumiurco I y II, los cuales fueron adjudicados al Cabildo Indígena de Totoró, mediante Resolución 04 del 28 de enero de 1991. 
6.3. El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, regula en sus artículos 137 y 138 los medios de control de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho, como mecanismos de defensa judicial idóneos para controvertir la legalidad de los actos administrativos, en los siguientes términos:
“ARTÍCULO 137. Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 

“Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió.

“También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos de certificación y registro.

“Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido particular en los siguientes casos:

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor del demandante o de un tercero.
 

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público.

 

3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden público, político, económico, social o ecológico.

 

4. Cuando la ley lo consagre expresamente.

 
PARÁGRAFO. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el restablecimiento automático de un derecho, se tramitará conforme a las reglas del artículo siguiente” (se destaca). 
“ARTÍCULO 138. Nulidad y restablecimiento del derecho. Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior.

 

“Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel” (se resalta).
6.5. En términos generales, el objeto de los medios de control de simple nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho es que se declare la nulidad de actos administrativos que infringen normas de carácter superior, pero, mientras que con el de nulidad se persigue la defensa del orden jurídico en abstracto, con el de restablecimiento del derecho se busca el resarcimiento de un derecho subjetivo lesionado con un acto de la administración. A diferencia de la acción de simple nulidad, que puede ser ejercida por cualquier persona, la de nulidad y restablecimiento sólo puede ejercerla la persona que se crea lesionada en un derecho amparado en una norma jurídica. 
6.6. La naturaleza del acto es la que define el medio de control que habrá de ejercerse; por ejemplo, si se trata de un acto administrativo particular el medio de control adecuado será el de nulidad y restablecimiento. Empero, si el acto es de carácter general la acción de simple nulidad será la adecuada para cuestionar la legalidad del acto. Sin embargo, en aplicación de la teoría de móviles y finalidades –incluida en los artículos 137 y 138 del CPACA–, el medio de control de simple nulidad también procede contra los actos particulares y concretos cuando “la situación de carácter individual a que se refiere el acto, comporte un especial interés, un interés para la comunidad de tal naturaleza e importancia, que vaya aparejado con el afán de legalidad”
.
6.7. En este último caso, se permite demandar en acción de simple nulidad los actos de contenido particular que comporten un interés superior y significativo para los asociados, porque amenazan el orden público, social o económico. Es decir, la acción de nulidad contra actos particulares procede si el objeto de la acción es preservar únicamente la legalidad y la integridad del orden jurídico. Desde luego, en esos casos, el fallo solamente producirá el efecto buscado por el actor, esto es, la restauración del orden jurídico en abstracto, y nunca podrá producir el restablecimiento automático del derecho subjetivo. Por el contrario, si el interés perseguido con la acción de simple nulidad es el de obtener el restablecimiento de un derecho subjetivo, la demanda sólo podrá ser tramitada cuando sea presentada dentro del término de caducidad y por la persona legitimada para ello. 
7. Revisada la Resolución 04 del 28 de enero de 1991, se observa que en ella se decidió (se transcribe conforme obra):

“ARTICULO PRIMERO.- Reestructurar parte del Resguardo Indígena de Totoró, localizado en Jurisdicción de los municipios de Silvia y Totoró, departamento del Cauca, con las 2.164-7000 hectáreas que posee la comunidad dentro de los límites del antiguo resguardo colonial creado por título1630… hectáreas adquiridas por INCORA en su favor, las cuales forman parte de los Bienes del Fondo Nacional Agrario [dentro de los cuales se encuentran delimitados los predios denominados La Betulia, Juntas, San Pedro – El Bosque y Rumiurco I y II].
“ARTICULO SEGUNDO.- Los 10 predios adquiridos por el Instituto, relacionados en el artículo anterior, hacen parte del Fondo Nacional Agrario, se entregan gratuitamente a la Comunidad Indígena de Totoró, conforme lo ordenan el parágrafo 1o., artículo 94 de la Ley 135/61 y el artículo 12 del Decreto Reglamentario No. 2001 de 1988.

 
“PARAGRAFO.- En consideración a que los predios relacionados en el artículo anterior han sido entregados materialmente al Cabildo de Totoró y al de Ambaló, según convenio suscrito entre las dos comunidades el 25 de julio de 1989 se considera que ya se ha dado cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 17 del Decreto Reglamentario 2001 de septiembre 28 de 1988. 

“ARTICULO TERCERO.- La presente providencia deberá inscribirse en los folios de matrícula inmobiliaria de los bienes que mediante esta Resolución reestructuran el Resguardo de Totoró y el correspondiente al Resguardo de Totoró si existiere; caso contrario se procederá a abrir el folio de matrícula inmobiliaria respectiva. 

“ARTICULO CUARTO.- Los territorios que mediante esta Resolución sean administrados y distribuidos por los Cabildos de Totoró Ambaló, según el convenio citado en el parágrafo del artículo segundo, de manera equitativa entre las familias correspondientes, de acuerdo con normas que los regulan y a sus usos y costumbres.
“(…)

“ARTICULO QUINTO.- La ocupación y los trabajos o mejoras que dentro del resguardo realizaren o establecieren personas ajenas a la comunidad beneficiaria con posterioridad a la fecha en que comience a regir la presente resolución, no dará derecho al ocupante para solicitar la adjudicación por parte del Estado, ni derecho de ninguna índole, ni para pedir a los indígenas reembolsos en dinero o en especie por las inversiones que hubieren realizado.

“ARTICULO SEXTO.- Se entiende que el Resguardo de Totoró y su reestructuración quedan sujetos a todas las disposiciones legales sobre protección y manejo de los recursos naturales renovables.

“ARTICULO SEPTIMO.- La parcialidad indígena en favor de la cual se destinan los territorios señalados en esta providencia podrá amojonarlos de acuerdo con los linderos señalados en ella, colocar hitos o vallas alusivas al resguardo y solicitar para tal efecto colaboración y asesoría del Ministerio de Gobierno a través de sus gentes locales. 

“ARTICULO OCTAVO.- Las autoridades civiles y de policía deberán adoptar las medidas necesarias tendientes a impedir que personas ajenas y distintas a los miembros de la comunidad beneficiada por esta providencia, se establezcan dentro de los linderos del resguardo que se reestructura. 

“ARTICULO NOVENO.- La Gerencia General del INCORA queda facultada para dictar las normas reglamentarias, adicionales, aclaratorias y complementarias que sean necesarias para cumplir con fines del resguardo reestructurado mediante esta Resolución. En cualquiera de tales eventos y atendiendo las características culturales indígenas beneficiarios, las medidas que se vayan a adoptar (deberán comunicarse y discutirse previamente con los representantes o líderes de la comunidad.

“ARTICULO DECIMO PRIMERO.- En consonancia con los artículos 9o. y 10o. del Decreto Reglamentario 2001 de septiembre 26 de 1988, la presente Resolución deberá publicarse en el Diario Oficial y por una vez en un diario de amplia circulación o cualquier otro medio de información existente en los lugares de ubicación del resguardo reestructurado e igualmente inscribirse en las oficinas de registro de Instrumentos Públicos correspondientes. 

“ARTICULO DECIMO SEGUNDO.- El presente Acto Administrativo comenzará a regir a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial. 

7.1. Por su parte, la Resolución 29 del 12 de noviembre de 1991, resuelve:
“ARTICULO PRIMERO: Constituir como resguardo Indígena en favor de la comunidad Indígena de Ambaló, dos globos de terreno conformados con bienes del Fondo Nacional Agrario, determinados en los sectores A y B con extensiones aproximadas de 662 hectáreas y 787 metros cuadrados y 2.053 hectáreas y 7.235 metros cuadrados respectivamente [en estos dos globos de terreno no se incluye ninguno de los predios frente a los cuales el demandante discute el derecho de propiedad].
“(…)

“ARTÍCULO TERCERO: Los predios denominados RUMIURCO I y II, LA BETULIA, JUNTAS y SAN PEDRO-EL BOSQUE, que quedaron incluidos en la reestructuración del resguardo de Totoró, por formar parte de su territorio, según Resolución No. 04 del 28 de enero de 1991, quedaran bajo la administración del Cabildo de la comunidad Indígena de Ambaló, en virtud del convenio firmado entre las comunidades de Ambaló y Totoró el 8 de junio de 1991 (…)”.

8. Del contenido de las referidas resoluciones y, de acuerdo con su causa petendi, el despacho observa que el acto administrativo que en realidad se cuestiona por el Cabildo Indígena Ambaló es la Resolución 04 del 28 de enero de1991, “Por la cual se reestructura parte del Resguardo de la comunidad Indígena de Totoró…”, en tanto constituye la fuente del daño que alega, pues, por medio de este acto el INCORA –hoy Agencia Nacional de Tierras– entrega gratuitamente al Cabildo Indígena de Totoró los predios denominados La Betulia, Juntas, San Pedro – El Bosque y Rumiurco I y II y otros, ubicados en el municipio de Silvia (Cauca) y, le asigna a la comunidad de Ambaló -la administración de los mismos. A su juicio, el INCORA separó injustificadamente los conceptos de administración y adjudicación o “distribución”, en contravía de lo acordado en los convenios suscritos por ambas comunidades indígenas en 1989 y 1991 (con anuencia y presencia de sus organizaciones indígenas y del INCORA), a través de los cuales se acordó que los predios serían administrados y adjudicados al Cabildo Indígena demandante y, por ello, afirmó que el acto incurrió en una falsa motivación.
9. En ese orden de ideas, la Resolución 04 del 28 de enero de 1991, constituye el origen del daño que alega la comunidad demandante, toda vez que la Resolución 29 del 12 de noviembre de 1991, por la cual se constituyeron dos globos de terreno distintos a favor de la Comunidad Indígena de Ambaló, no modifica las decisiones adoptadas por la Resolución 04 de 1991, mediante la cual se entrega los terrenos a la comunidad indigena Totoró, frente a los cuales se discute la propiedad colectiva y, por ende, el registro de la Resolución 04, mantiene todo su vigor, lo que pone de presente que los intereses de la comunidad demandante resultaron afectados con dicha resolución. 
10. En ese orden, la Resolución 29 del 12 de noviembre de 1991, reitera que los 5 predios en cuestión quedaron incluidos en la reestructuración del resguardo de Totoró, como parte integrante de su territorio y que quedaron bajo la administración de la comunidad de Ambaló “según Resolución No. 04 del 28 de enero de 1991”  (se resalta, art. 3 de la Resolución 29 de 1991). 

11. Ahora bien, teniendo claro que el acto generador del daño que alega haber sufrido la Comunidad Indígena de Ambaló es la Resolución 04 del 28 de enero de 1991, el despacho estima que, en el sub examine, el medio de control procedente era el consagrado en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, es decir, el de nulidad y restablecimiento del derecho y no el de simple nulidad, al margen que se pretenda proteger la propiedad colectiva de una comunidad indigena, pues la acción no se limita a la protección del ordenamiento jurídico superior, ni al control de la legalidad abstracta, sino que pretende dejar sin efectos los derechos constituitos a favor del cabildo índigena de Totoró, y en su lugar, lograr la adjudicación de los predios para honrar los convenios suscritos en los años 1989 y 1991, con el argumento de tener un mejor derecho y, en ese sentido, aduce que la propiedad colectiva de dichos terrenos le debió ser adjudicada. 
12. Bajo estas circunstancias, es claro que con la demanda se persigue el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor de la comunidad demandante, dado que cuestiona el derecho real que adquirió el Cabildo Indígena de Totoró, sobre los referidos predios, mediante la Resolución 04 del 28 de enero de 1991. Tanto así, que la demandante afirma que con la declaratoria de nulidad de dicha resolución, la ANT tiene la oportunidad de “enmendar los yerros de sus antecesoras” y expedir unos nuevos actos administrativos conforme a la normatividad vigente, con lo que busca que los 5 predios ya mencionados le sean adjudicados y entregados a su comunidad. 

13. En virtud de lo anterior, reafirma el despacho que la parte actora debió impugnar la Resolución 04 de 1991, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, como se viene de explicar, éste es el medio idóneo para desvirtuar la presunción de legalidad de los actos administrativos de carácter particular y, por consiguiente, para obtener su declaratoria de nulidad, así como el respectivo restablecimiento del derecho.

14. En armonía con lo expuesto, corresponde al juez adecuar la demanda al medio de control procedente (artículo 171 del CPACA) y continuar con el asunto, siempre y cuando no se advierta la falta de uno de los presupuestos procesales de la acción que impida seguir conociendo del proceso, como ocurre con la presentación extemporánea de la demanda, por lo que se procederá al estudio de la misma.

15. Caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho

15.1. De acuerdo con lo anterior y como quiera que la Resolución 04 del 28 de enero de 1991, es un acto administrativo de contenido particular, la acción que resulta procedente es la de nulidad y restablecimiento del derecho, en relación con la cual, para la época de ocurrencia de los hechos, el artículo 136 del Decreto 01 de 1984 –subrogado por el art. de la Ley 446 de 1998– establecía que dicha acción caducaba al cabo de 4 meses “contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso”. 

15.2. En el presente asunto, el término de caducidad se debe computar desde que la decisión atacada se publicitó mediante las anotaciones en los respectivos folios de matrícula inmobiliaria, pues a partir de ese momento le era oponible a terceros, incluido el Cabildo Indígena de Ambaló, dado que a partir de entonces conocío o debió conocer de dicha decisión, por tener interés jurídico directo y porque del mismo acto se derivaron una serie de decisiones que afectaron sus intereses. 

15.3. En consecuencia, de los certificados de tradición solicitados a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Silvia Cauca se evidencia que en los predios Rumiurco I y II y Las Juntas (anotación 4), San Pedro (anotación 5) y La Betulia (anotación 14), únicamente fue inscrita la Resolución 04 el 20 de mayo de 1991, con la siguiente especificación en cada uno de los predios: “Reestructuración Resguardo Indígena de Totoró… queda bajo la administración del Resguardo Indígena de Ambaló”. Por ende, es a partir del 21 de mayo de 1991 que se debe computar el término de 4 meses que consagra la ley; para el ejercicio de la acción, lo que impone concluir que ese término feneció el 21 de septiembre de ese mismo año, pero, como la demanda se radicó el 31 de octubre de 2018, más de 27 años después, no hay duda de que operó el fenómeno jurídico de la caducidad y, por tanto, debe darse por terminado el proceso.      
16. En mérito de lo expuesto, la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A,
III.FALLA:
PRIMERO: DECLARAR probada la excepción de caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho y, como consecuencia, se da por terminado el proceso. 
SEGUNDO: Esta providencia se notifica por estrados, de conformidad con lo previsto en el artículo 202 de la Ley 1437 de 2011. 
FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE
MAGISTRADOS DE LA SALA
Nota: Se deja constancia de que esta providencia se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del Consejo de Estado, de manera que el certificado digital que arroja el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8081/Vistas/documentos/evalidador
VB/RB/LB
� Folio 84 del cuaderno principal. 


� Folio 92 ibídem. 


�Samai: � HYPERLINK "http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8080/Vistas/Casos/list_procesos?guid=110010326000201800189001100103" �http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8080/Vistas/Casos/list_procesos?guid=110010326000201800189001100103� 


� Memoriales del 1 y 9 de marzo de 2021, respectivamente. 


� Modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso.


� la norma se publicó en el diario oficial No.51.568 del 25 de enero de 2021, su promulgación finalizó a las 23:59 horas de esa fecha, por lo que su vigencia general tuvo lugar a partir de las 00:00 horas del 26 de enero de los corrientes.


� Sala Plena, sentencia de 29 de octubre de 1996, M.P. Daniel Suárez Hernández, posición reiterada en sentencia de Sala Plena de 4 de marzo de 2003, M.P. Manuel Santiago Urueta Ayola. 


� Debe decirse que la Resolución 29 de 12 de noviembre de 1991 no fue inscrita en el certificado de matrícula inmobiliaria, aunado a que no toca las decisiones contenidas en la Resolución 04 de 28 de enero de 1991.
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